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Resumen: se analiza el sistema uruguayo en materia de decla-
ración de inconstitucionalidad de los actos legislativos, que se 
caracteriza por ser un sistema judicialista y concentrado en la 
Suprema Corte de Justicia, pero con efectos del fallo en el caso 
concreto. Asimismo, se explicitan los criterios de interpreta-
ción de la Constitución de la República elaborados por la doc-
trina y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, en 
donde se observa una clara evolución de los criterios tradicio-
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nales del método lógico-sistemático-teleológico. En tal sentido, 
se tiene especialmente en cuenta la aceptación por parte de la 
Suprema Corte de Justicia del llamado “bloque de constitucio-
nalidad”, concepto elaborado por la jurisprudencia del consejo 
constitucional francés y desarrollado por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos. También se consideran los crite-
rios de razonabilidad, proporcionalidad y ponderación en la ju-
risprudencia del órgano jerarca del poder judicial en Uruguay.

Abstract: this work analyzes the uruguayan system for the de-
claration of unconstitutionality of legislative acts. This system 
is judicial and concentrated in the Supreme Court of Justice, 
but its rulings apply to the specific cases brought before the 
court. Furthermore, we make explicit the criteria to interpret 
the Constitution of Uruguay as developed by the doctrine and 
jurisprudence of the Supreme Court of Justice, where a clear 
evolution of the traditional criteria of the logical-systematic-te-
leological method is observed. In this sense, we especially con-
sider the Supreme Court of Justice’s acceptance of the so-called 
“block of constitutionality”, a concept developed by the juris-
prudence of the French Constitutional Council and developed 
by the Inter-Americana Court of Human Rights. Additionally, 
we consider the reasonableness, proportionality and evaluation 
criteria in the jurisprudence of the Supreme Court of Uruguay.

Palabras clave: Constitución, interpretación, inconstitucio-
nalidad, jurisprudencia, razonabilidad, proporcionalidad, pon-
deración.
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I. Introducción

La celebración del XVI Congreso Iberoamericano de Derecho 
Constitucional en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM, Ciudad de México, se da en circunstancias muy especia-
les para el constitucionalismo latinoamericano y especialmente 
para México, porque estamos conmemorando nada menos que 
los 200 años de la Constitución de México de 1824. Dicha Consti-
tución fue redactada y aprobada por el Congreso General Consti-
tuyente de la Nación mexicana el 4 de octubre de 1824, declaran-
do en el artículo 1 que México es un Estado libre e independiente 
para siempre; asimismo, dispuso en el artículo 4 que “La Nación 
mexicana adopta para su gobierno la forma de república repre-
sentativa popular federal.”

Esta Constitución mexicana de 1824 se inscribe dentro de lo 
que se denomina en la doctrina, como el primer ciclo del consti-
tucionalismo latinoamericana, caracterizado por Constituciones 
que, siguiendo el modelo de la Constitucional Federal norteame-
ricana de 1787 y de la Constitución española de Cádiz de 1812, 
consagraron un modelo liberal, en el que por un lado se recono-
cen los derechos individuales y por otro lado se consagra la sepa-
ración de los poderes del Estado, tal como como exigía el artículo 
16 de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano del 26 de agosto de 1789. Así nos encontramos con 
las Constituciones de Brasil de 1824, de Argentina de 1826, de 
Chile de 1828 y 1833, de Uruguay de 1830, entre otras.

En tal sentido, sobre este punto sostiene Gros Espiell:

Es un ciclo que cubre el proceso de adopción de las primeras Constitu-
ciones que siguieron, en cada país, a la Independencia, a la afirmación 
de las identidades y de los Estados nacionales y que incluye la difícil 
e inconclusa lucha para establecer Estados de Derecho, ante todos los 
elementos de disgregación y de inestabilidad, comprendiendo el cau-
dillismo, la prepotencia militar, los golpes de Estado, el predominio 
excesivo del Poder Ejecutivo, todas las consecuencias de la existencia 
de sociedades anárquicas y de la falta de preparación cívica.2

2	 Gros Espiell, Héctor, Estudios Constitucionales, Ed. Ingranussi Ltda., 1998, 
pp. 517 y 518.
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Tiene especial significación desde el punto de vista político 
y jurídico la Constitución mexicana de 1824, porque afirma dos 
de los principios fundamentales para su organización, como es 
el sistema republicano, por oposición al monárquico; y el siste-
ma federal, dejando de lado el sistema unitario. Debe tenerse en 
cuenta, que en México hubo fuertes defensores del sistema de 
Gobierno monárquico, como fue el caso de Agustín de Iturbide y 
los llamados “borbonistas”, que pretendían la reinstalación de la 
monarquía española.3

Dentro de la tendencia del primer constitucionalismo lati-
noamericano, la Constitución mexicana de 1824 adopta el sis-
tema de Gobierno presidencial, con un presidente electo por 
cuatro años, no pudiendo ser reelegido sino transcurridos cuatro 
años del cese. Es así, como en el artículo 74 de dicha Constitu-
ción, dispone que: “Se deposita el supremo poder ejecutivo de la 
federación en un solo individuo, que se denominará presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos”. También se preveía la exis-
tencia del vicepresidente, que era electo conjuntamente con el 
presidente, en forma indirecta por las legislaturas de los Estados, 
por mayoría absoluta de votos.

Sobre el tema de la soberanía en la Constitución mexicana de 
1824, afirma el expresidente de México Miguel de la Madrid que:

Si en 1814 la doctrina era un anhelo y una declaración ideológica, 
en 1824 se plasmó en el acto constituyente del pueblo mexicano, 
liberado definitivamente de su dependencia colonial y vencidas, en 
un primer encuentro, las fuerzas que pretendieron canalizar la In-
dependencia en favor de las clases privilegiadas tradicionales, sin 
alteración sustancial de su marco institucional y su estructura so-
cioeconómica. El triunfo de la república sobre el imperio positivizó 
en 1824 el principio de la soberanía del pueblo mexicano.4

En lo que se refiere al federalismo consagrado por la Cons-
titución mexicana de 1824, enseña Burgoa que: “[…] la idea fe-

3	 Hernández, Antonio María, Estudios de Federalismo Comparado, Buenos 
Aires, Rubinzal-Culzoni Editores, 2018, p. 310.

4	 Madrid Hurtado, Miguel de la, Estudios de Derecho Constitucional, México, 
Editorial Porrúa, 1986, p. 147.
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deralista nace en la breve etapa histórica de nuestro país com-
prendida entre 1812 y la Constitución de 1824, en que expresa y 
claramente se proclama”.5

En honor a este magno acontecimiento que celebramos en 
este Congreso Iberoamericano, es que me voy a referir en esta 
exposición a los criterios de interpretación de la Constitución 
uruguaya por parte de la Suprema Corte de Justicia, en los casos 
en que realiza el control de constitucionalidad de los actos legis-
lativos.

Es un tema de suma importancia, por cuanto ha habido una 
interesante evolución en la aplicación de los criterios de inter-
pretación de la Constitución de la República, a la luz de la juris-
prudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así 
como de la moderna doctrina constitucionalista. En tal sentido, 
estimo oportuno analizar algunas sentencias de la Suprema Corte 
de Justicia, que nos orientan en la evolución que se ha producido 
en esta materia.

II. La declaración de inconstitucionalidad 
 de los actos legislativos

En primer lugar, corresponde distinguir conceptualmente en la 
Constitución uruguaya vigente de 1967, entre el control de cons-
titucionalidad de los actos jurídicos, tales como leyes, decretos, 
reglamentos y resoluciones; y la declaración de inconstituciona-
lidad de los actos legislativos, que en el Uruguay está confiada en 
forma originaria y exclusiva a la Suprema Corte de Justicia. En 
segundo lugar, es necesario distinguir entre el control de cons-
titucionalidad y el control de convencionalidad de los actos ju-
rídicos.

Sobre el primer punto, corresponde afirmar que en la Cons-
titución uruguaya el control de constitucionalidad es un concep-
to más amplio que la declaración de inconstitucionalidad de los 
actos legislativos, es decir de los actos jurídicos con fuerza de 

5	 Burgoa, Ignacio, Derecho Constitucional Mexicano, México, Editorial Po-
rrúa, 1989, p. 422.
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ley. Así, por ejemplo, el Tribunal de lo Contencioso Administra-
tivo, que es un órgano independiente del poder judicial y de los 
demás poderes del Estado, tiene la competencia para declarar 
la nulidad de los actos administrativos dictados con desviación 
de poder (Constitución, art. 309). La Suprema Corte de Justicia 
tiene competencia para: a) resolver sobre el recurso por lesión 
de autonomía de los Gobiernos Departamentales, que promue-
van los Intendentes o las Juntas Departamentales (Constitución, 
art. 283); resolver las contiendas de competencias fundadas en la 
Constitución que se puedan plantear entre el Poder Ejecutivo, los 
Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos y los Servicios 
Descentralizados y también en las contiendas o diferencias entre 
uno y otro de estos órganos (Constitución, art. 313). La Cámara 
de Representantes tiene competencia para resolver el recurso de 
apelación contra los decretos de las Juntas Departamentales o de 
los Intendentes, contrarios a la Constitución, promovido por un 
tercio de los miembros de la Junta Departamental o por mil ciu-
dadanos inscriptos en el Departamento (Constitución, art. 303).6

En cambio, la declaración de inconstitucionalidad de las leyes 
y de los decretos con fuerza de ley de los Gobiernos Departamen-
tales, es decir de los actos legislativos con fuerza de ley, es una 
competencia originaria y exclusiva que la Constitución uruguaya 
le atribuye a la Suprema Corte de Justicia, conforme a lo previsto 
por el artículo 256. El instituto de la declaración de inconstitu-
cionalidad de las leyes como competencia de la Suprema Corte 
de Justicia, fue incorporado a la Constitución uruguaya de 1934. 
En las Constituciones de 1830 y de 1918 no había una previsión 
expresa sobre el tema, por lo que tanto la doctrina como la juris-
prudencia en forma mayoritaria, consideraron que los jueces del 
poder judicial no podían declarar la inconstitucionalidad de las 
leyes, porque el artículo 152 de la Constitución de 1830 y el ar-
tículo 176 de la Constitución de 1918, establecían que: “Corres-
ponde exclusivamente al Poder Legislativo interpretar, o explicar 
la presente Constitución.” Estas disposiciones de las Constitucio-
nes uruguayas de 1830 y 1918, son similares al artículo 165 de 
la Constitución de México de 1824, cuyo texto era el siguiente: 

6	 Correa Freitas, Rubén, Derecho Constitucional Contemporáneo, Montevi-
deo, F.C.U., 2019, t. I, núm. 92, p. 211.
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“Solo el congreso general podrá resolver las dudas que ocurran 
sobre la inteligencia de los Artículos de esta constitución y de la 
acta constitutiva”.

La solicitud de declaración de inconstitucionalidad de una 
ley o de una norma que tenga fuerza de ley (art. 508 del Código 
General del Proceso), la puede formular toda aquella persona 
física o jurídica que se considere lesionado en su interés directo, 
personal y legítimo, tanto por vía de acción en forma directa 
ante la Suprema Corte de Justicia, o por vía de excepción en 
cualquier procedimiento judicial; también la puede formular de 
oficio el Juez, Tribunal de Apelaciones o el Tribunal de lo Con-
tencioso Administrativo, antes de dictar resolución definitiva 
(Constitución, art. 258). El fallo de la Suprema Corte de Justi-
cia, solo tendrán efectos en el caso concreto (Constitución, art. 
259), es decir que beneficia exclusivamente a quien o a quienes 
hayan realizado la solicitud de declaración de inconstituciona-
lidad y en los procedimientos en que se haya pronunciado la 
sentencia.

Sobre el segundo punto, es necesario distinguir entre el 
control de constitucionalidad y el control de convencionalidad. 
Mientras que el control de constitucionalidad tiene que ver con 
la incompatibilidad entre una ley, un decreto o una resolución 
administrativa, con las disposiciones de la Constitución de la 
República; el control de convencionalidad, instituto de creación 
pretoriana por parte de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en el caso Almonacid Arellano vs. Chile de 26 de setiembre 
de 2006, es aquel control que se hace de los actos jurídicos de un 
Estado con relación a las normas contenidas en la Convención 
Americana de Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa 
Rica, de 22 de noviembre de 1969. Este control de convenciona-
lidad se debe realizar exoficio por parte de los jueces del poder 
judicial de los Estados parte, según la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana en el caso Trabajadores cesados del Congreso vs. 
Perú de 24 de noviembre de 2006.7

7	 Correa Freitas, Rubén, Fundamentos de la Constitución, Buenos Aires, Ed. 
Bdef, 2017, pp. 182-190.
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III. Los criterios de interpretación  
de la Constitución

La interpretación es el acto por el cual se le da sentido a una nor-
ma jurídica. Es el acto por el cual se comprende lo que significa 
un precepto jurídico y cuál es el alcance del mismo. Como ense-
ña García Máynez, “interpretar es desentrañar el sentido de una 
expresión”.8 En la doctrina italiana, Riccardo Guastini sostiene 
que interpretar un texto significa atribuir significado, sentido y 
referencia a algún fragmento de lenguaje; en otros términos, “en 
el ámbito jurídico ‘interpretar’ significa (como dice el Código Ci-
vil italiano) ‘atribuir sentido’ a un texto”.9

Se interpreta una norma jurídica tanto cuando la misma es 
clara y no da lugar a dudas en cuanto a su significado y alcan-
ce, como también se interpreta cuando es necesario encontrar 
el sentido y lo que quiere decir la norma jurídica, para lo cual 
tenemos que recurrir a otros métodos, como es el contexto y la 
finalidad. En tal sentido, en la doctrina nacional Gamarra An-
tes sostiene que debe distinguirse entre una concepción amplia 
y una concepción restringida de la interpretación, dado que en la 
primera se considera que debe entenderse por interpretación la 
que se hace respecto de cualquier texto jurídico, sea que ofrezca 
dudas o no; mientras que, en la concepción restringida, se postu-
la que no hay interpretación donde no hay dudas, es decir frente 
a un texto jurídico claro.10

El problema del método en la interpretación de la Constitu-
ción de la República, fue un tema que dividió a la Cátedra de 
Derecho Constitucional en Uruguay desde su creación en 1871, 
con dos escuelas bien diferenciadas: por un lado, los Ramírez, es 
decir Carlos María Ramírez (1871-1874) y Juan Andrés Ramírez 
(1905-1910), que defendieron el método histórico, entre otras 
razones porque como sostuvo Juan Andrés Ramírez en su obra 

8	 García Máynez, Eduardo, Introducción al Derecho, México, Porrúa, 1974, 
p. 325.

9	 Guastini, Riccardo, Interpretar y argumentar, Buenos Aires, Valletta Edicio-
nes, 2020, pp. 7 y 15.

10	 Gamarra Antes, Diego, La interpretación de la Constitución y la Ley, Monte-
video, La Ley Uruguay, 2018, p. 114.
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El Derecho Constitucional en la Universidad, publicada en 1905: 
“Las Constituciones no son inmutables y eternas. En torno de 
ellas la vida jurídica se sigue desenvolviendo. Al aplicarse por 
razón de la interpretación y de la voluntad de los que la ponen 
en práctica, sufren modificaciones ligeras que pueden importar 
a la larga la transformación de un régimen”. Y, por otro lado, los 
Aréchaga, tanto Justino Jiménez de Aréchaga Moratorio (1875-
1884 y 1889-1905), como su hijo Justino E. Jiménez de Aréchaga 
Vargas, afirmando este último en su obra El Poder Ejecutivo y sus 
ministros, publicada en 1915, la necesidad de recurrir al méto-
do jurídico, expresando entre otros argumentos que: “Es funesto 
para la democracia querer penetrar por vía de los historiadores el 
sentido íntimo de nuestras Constituciones. Ellas conciben y rea-
lizan un orden jurídico que los predicadores y los videntes de la 
Revolución, los teóricos primitivos de la República forjaron más 
para el porvenir que para sus contemporáneos”.11

Posteriormente, Juan Carlos Gómez Haedo sostuvo desde 
la Cátedra en 1929, que debían conciliarse ambos métodos, el 
histórico y el jurídico, porque “la utilización exclusiva de uno 
solo, no nos ofrece sino una visión incompleta, excluyéndose 
una serie de fenómenos que debemos tener en cuenta para com-
prender el de la organización del Estado y abarcarlo en su inte-
gridad”.12

El Profesor Emérito de Derecho Constitucional, Justino Jimé-
nez de Aréchaga Mac Coll (el tercero de los Aréchaga), quien 
fuera Catedrático entre 1938 y 1957, sostuvo que en realidad 
debe distinguirse entre los métodos de construcción, de inter-
pretación y de enseñanza del Derecho Constitucional. Sobre este 
tema, afirma que “el método de construcción del Derecho supo-
ne el estudio de la técnica legislativa y propone un problema de 
axiología jurídica”; “la interpretación supone una técnica de inte-
lección del Derecho, de un Derecho dado, preexistente al intér-
prete”; “los métodos de enseñanza suponen la aplicación de una 

11	 Gómez Haedo, Juan Carlos, Los métodos en el Derecho Público, Montevideo, 
Imp. Peña Hnos., 1929, pp. 17-22; Gros Espiell, Héctor, Universidad y De-
recho Constitucional, Montevideo, Ed. Oficina Nacional del Servicio Civil, 
1988, pp. 11-13.

12	 Gómez Haedo, Juan Carlos, op. cit., p. 57.
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técnica que no es ni la legislativa ni la de intelección del Derecho, 
sino una técnica pedagógica”.13

Por su parte, Héctor Gross Espiell, quien fuera catedrático de 
Derecho Constitucional entre 1958 y 1969, se afilia a la tesis de 
que la interpretación de la norma constitucional debe realizarse 
con el criterio jurídico, pero aclara que “en nuestro sistema el 
intérprete no puede dejar totalmente de lado la situación histó-
rico-política en que surgió la norma, porque muchos conceptos 
constitucionales no pueden interpretarse debidamente si no se 
conoce su razón de ser, el por qué de su nacimiento y el proceso 
político de elaboración”. Agrega que también “podrá recurrir-
se a la interpretación evolutiva, en cuanto supone una racional 
adecuación del texto a las nuevas realidades políticas, sociales y 
económicas, y que sin desconocer la letra y sin violentar los prin-
cipios y los objetivos del sistema constitucional, lo adecue a estas 
nuevas realidades”.14

Siguiendo las enseñanzas de Jiménez de Aréchaga Mac Coll 
(el tercero de los Aréchaga) del año 1944, y posteriormente de 
Horacio Cassinelli Muñoz en 1957, tanto en la cátedra de Dere-
cho Constitucional como en la jurisprudencia de la Suprema Cor-
te de Justicia, tradicionalmente se admitieron los tres criterios de 
interpretación de la Constitución: el textual, el contextual y el te-
leológico. El método textual, en el que se debe tener en cuenta el 
sentido natural y obvio de las palabras; el método contextual, por 
medio del cual se debe recurrir al contexto de la Constitución 
para una correcta interpretación, es decir que se debe armonizar 
la interpretación de un artículo con otro u otros de la Constitu-
ción; el método teleológico, al que se debe recurrir buscando los 
fines y los principios contenidos en la Constitución.15

13	 Jiménez de Aréchaga, Justino, La Constitución Nacional, Montevideo, Ed. 
Cámara de Senadores, 1991, t. I, pp. 129 y 130.

14	 Gros Espiell, Héctor, Universidad y Derecho Constitucional…, cit., pp. 18 y 
19.

15	 Jiménez de Aréchaga, Justino, op. cit., p. 150; Cassinelli Muñoz, Horacio, 
“Oposición superviniente ¿derogación o inconstitucionalidad?”, Derecho 
Constitucional y Administrativo, Montevideo., Ed. La Ley Uruguay 2010, pp. 
633 y 650-651.
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Como he afirmado antes, considero que es imprescindible 
reexaminar la cuestión de los métodos de interpretación de la 
Constitución uruguaya, analizando los significativos aportes rea-
lizados por una muy prestigiosa doctrina en los últimos años, 
tanto nacional como extranjera, así como la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos.16 Pero debe se-
ñalarse, como con acierto lo hace Guastini, que a pesar de que 
en la doctrina mayoritaria se afirma que la interpretación de la 
Constitución exige algunos métodos especiales, sin embargo des-
taca que, en primer lugar, “los intérpretes de la Constitución no 
necesariamente son diferentes de los intérpretes de la ley”; y en 
segundo lugar, que “la mayoría de los problemas de la interpreta-
ción constitucional no son propiamente problemas interpretati-
vos, sino problemas dogmáticos, de ‘construcción jurídica’”.17 En 
la doctrina nacional, Risso Ferrand afirma que “el método lógico 
sistemático teleológico, utilizado tradicionalmente en Uruguay 
para la interpretación constitucional, debe ser completado con 
elementos que le faltan”.18

En tal sentido, deben tenerse en cuenta los criterios de inter-
pretación pro persona o pro homine, es decir a favor de las perso-
nas o de los individuos; la interpretación conforme a los derechos 
humanos y a las normas internacionales en materia de derechos 
humanos; la interpretación evolutiva; los criterios de la pondera-
ción de los derechos; de razonabilidad y de la proporcionalidad 
de los derechos.19

Un claro ejemplo de esta tendencia en materia de interpre-
tación de la Constitución, es el artículo 1 inciso segundo de la 
Constitución de México vigente, en la redacción dada por la re-
forma constitucional de 2011, que establece: “Las normas relati-
vas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia 

16	 Correa Freitas, Rubén, Fundamentos de…, cit., p. 53.
17	 Guastini, Riccardo, op. cit., pp. 419-422.
18	 Risso Ferrand, Martín, Derechos Humanos, Interpretación y aplicación, Mon-

tevideo, F.C.U., 2022, p. 89.
19	 Carbonell, Miguel, “El neoconstitucionalismo en su laberinto”, Teoría del 

neoconstitucionalismo, Madrid, Trotta, 2007, pp. 9-11.
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favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia”.

Como ha dicho la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en la Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre 
de 1985, el principio interpretativo pro persona, implica que se 
deberá preferir, privilegiar o favorecer la aplicación de aquella 
norma que otorgue una mayor protección a los derechos de la 
persona, independientemente de si dicha norma se encuentra 
en un tratado internacional o en una disposición de derecho in-
terno.

Asimismo, debe distinguirse la interpretación de la argumen-
tación, como lo hace en la doctrina española Manuel Atienza, 
para quien el concepto de interpretación es más amplio que el 
concepto de argumentación, porque la interpretación la encon-
tramos en cualquier proceso comunicativo, sea o no de carácter 
argumentativo. Afirma que el concepto de interpretación “es el 
de aclarar el significado de un texto (de una ley o de algún do-
cumento normativo) que por alguna razón se ha vuelto dudoso, 
de manera que los problemas interpretativos serían entonces un 
subtipo de los argumentativos”.20 Por su parte, en la doctrina ale-
mana, Robert Alexy afirma que el punto de partida de la teoría 
de la argumentación jurídica, “es que en la fundamentación ju-
rídica de lo que siempre se trata en definitiva es de preguntas 
prácticas, es decir, de qué es lo que está ordenado, prohibido y 
permitido”.21 Riccardo Guastini sostiene que hay diferenciar en-
tre interpretar y argumentar, porque “la argumentación no es 
propiamente parte de la interpretación” sino que “es más bien 
el conjunto de razones que se aducen como fundamento de la 
interpretación elegida”.22

20	 Atienza, Manuel, Curso de Argumentación Jurídica, Madrid, Trotta, 2013, 
pp. 513 y 514.

21	 Alexy, Robert, Teoría de los derechos fundamentales, Madrid, Centro de Es-
tudios Políticos y Constitucionales, 2014, pp. 70 y 71.

22	 Guastini, Riccardo, op. cit., pp. 16-17.
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IV. Los criterios de la Suprema Corte de Justicia 
 sobre la inconstitucionalidad de las leyes

Es necesario aclarar cuáles son los criterios fundamentales que 
utiliza la Suprema Corte de Justicia cuando juzga la constitucio-
nalidad de una ley o de un acto jurídico con fuerza de ley. En 
tal sentido, corresponde afirmar que según la sentencia 79/2016 
de 5 de abril de 2016, se reitera la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia en el sentido de que “el juzgamiento de la cues-
tión constitucional se hace partiendo de dos premisas que tienen 
plena vigencia: a) presunción de constitucionalidad de la ley; b) 
el contralor del acierto o desacierto de una ley corresponde al 
Cuerpo Electoral y es ajeno al control de constitucionalidad de 
la Corte.”

Es así, como la Suprema Corte de Justicia afirma, en primer 
lugar, que: “Toda ley goza de una presunción de regularidad 
constitucional mientras no se prueba lo contrario” (sentencias 
433/2011, 735/2012, 1/2013, 735/2014 y 135/2015), entre 
otras). En segundo lugar, sostiene la Suprema Corte de Justicia 
que: “Un segundo aspecto que no puede perderse de vista es que 
la norma legal que, dentro de los límites constitucionales, dispo-
ne una solución equivocada o desacertada respecto al punto que 
regula será una mala ley, pero no por ello es inconstitucional” 
(sentencias de la Corte 415/2009, 374/2013, y 735/2014, entre 
otras). “El contralor del acierto o desacierto del legislador, en 
todo caso, será evaluado por el Cuerpo Electoral en las instancias 
constitucionalmente previstas a tal efecto”.

V. El bloque de constitucionalidad en la  
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia

En el año 2009, la Suprema Corte de Justicia uruguaya cambió 
el criterio sostenido a lo largo de 20 años, declarando la incons-
titucionalidad de la llamada “Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado”, Ley 15.848 de 22 de diciembre de 1986, por 
la cual se amnistiaron a los militares y policías que cometieron 
delitos de violación de los derechos humanos, durante el período 
de la dictadura militar entre 1983 y 1985.
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Fue así como en la sentencia 365/2009 de 19 de octubre de 
2009, la Suprema Corte de Justicia sostuvo en el Considerando 
III.8, lo siguiente: “La Corporación comparte la línea de pensa-
miento según la cual las convenciones internacionales de dere-
chos humanos se integran a la Carta por la vía del art. 72, por 
tratarse de derechos inherentes a la dignidad humana que la co-
munidad internacional reconocer en tales pactos”.

	 De esta forma, se reconoce por parte de la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia, lo que la doctrina y la jurispru-
dencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, deno-
mina como el “bloque de constitucionalidad”, que se integra por 
las normas sobre derechos humanos previstos en la Constitución 
de la República y los que surgen de los tratados, pactos y conven-
ciones internacionales en materia de derechos humanos. Como 
ha dicho la Corte Interamericana en el caso Yatama vs. Nicaragua 
de 2005:

Las normas sobre derechos humanos se consideran como un con-
junto de estándares mínimos que generan sistemas normativos de 
reenvíos hacia otros ordenamientos con los que se integran en la 
medida que se amplía su cobertura a favor de las personas; es el 
sentido de la integración en un “bloque de constitucionalidad”, y 
del “principio de interpretación conforme”, que han sido asumidos 
por una buena parte de las constituciones de la región, y el criterio 
que, en función de estos diseños normativos, permite determinar la 
norma prevalente en caso de antinomias.23

Como se sabe, este concepto del bloque de constitucionalidad 
fue creado por el Consejo Constitucional de Francia en la Deci-
sión 71-44 DC, Libertad de Asociación, de 16 de julio de 1971, 
por la cual se dio plena vigencia al Preámbulo de la Constitución 
francesa de 4 de octubre de 1958, afirmando que: “El pueblo fran-
cés proclamó solemnemente su apego a los Derechos del hombre 
y a los principios de la soberanía nacional tal como ellos han sido 
definitivos por la Declaración de 1789 confirmada y completada 

23	 Steiner, Christian y Fuchs, Marie-Cristine, Convención Americana de De-
rechos Humanos-Comentario, 2a. ed., Bogotá, Konrad Adenauer Stiftung, 
2019, p. 688.
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por el Preámbulo de la Constitución de 1946”.24 En definitiva, la 
noción de bloque de constitucionalidad en Francia ha permitido la 
integración de las Declaraciones y de los Preámbulos en el senti-
do de un verdadero sistema constitucional.25

VI. Los principios de razonabilidad 
 y de proporcionalidad

El criterio de la razonabilidad en la interpretación de la Consti-
tución de la República surge de lo dispuesto por el artículo 7 que 
prescribe: “Los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, tra-
bajo y propiedad. Nadie puede ser privado de estos derechos sino 
conforme a las leyes que se establecieron por razones de interés 
general.” Claramente la Constitución dispone que para privar o 
limitar algunos de estos derechos, se requiere que el legislador lo 
haga por “razones de interés general”.

En tal sentido, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia en la sentencia 79/2016 de 5 de abril de 2016, ha afirmado 
en lo referente a la limitación de los derechos por ley lo siguiente:

Así las cosas, considera que si bien algunos derechos pueden ser 
limitados por el legislador, debe analizarse, en cada caso, si la nor-
ma efectivamente tutela el interés general. Para hallarlo, debemos 
aplicar las reglas de razonabilidad. En tal sentido, esta Corte, en 
Sentencia Nº 564/2012, ha sostenido: “[…] más allá de toda duda 
razonable, que en nuestra organización constitucional no existen 
derechos absolutos y como indicó en Sentencia Nº 220/2002. “Ello 
determina que no exista la alegada vulneración de los principios 
constitucionales invocados en tanto, si bien consagran la tutela de 
los derechos, a su vez regulan la propia limitación por cuanto se 
encuentran sujetos a las limitaciones que surge del interés general 
[…].”

Asimismo, la Corte ha indicado que “[…] es potestad de la 
Corporación aplicar reglas de razonabilidad cuando juzga si el 

24	 Favoreu, Louis et al., Droit Constitutionnel, París, Dalloz, 2015, p. 131.
25	 Ibidem, p. 907.
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motivo justificativo de la Ley, está o no basado en el concepto 
de interés general”. Ya la consagraba el ilustre maestro Justino 
Jiménez de Aréchaga, al enseñar que 

[…] se ha admitido, además la posibilidad de que la Suprema Corte, 
en los procedimientos de contralor de constitucionalidad, revise la 
razonabilidad de ese juicio formulado acerca de las conveniencias 
del interés general (La Constitución Nacional, edición de la Cáma-
ra de Senadores, 1992, T. I, pág. 226). Esto es, razonabilidad del 
motivo invocado por el legislador, para limitar esos derechos, en 
función del interés general y no, en cambio, razonabilidad u opor-
tunidad de la legislación misma. (sentencia 42/93).

Más adelante, en esta sentencia 79/2016 expresó la Suprema Cor-
te de Justicia sobre el principio de proporcionalidad lo siguiente:

Segundo requisito material: proporcionalidad. Cabe detenerse en el 
concepto de proporcionalidad. Ha señalado certero estudio sobre 
el punto: “Toda limitación o restricción legal de derechos funda-
mentales debe satisfacer las exigencias del principio de proporcio-
nalidad, también denominados de prohibición de exceso, que en la 
jurisprudencia constitucional europea ha desempeñando una fun-
ción capital en el control de las injerencias legislativas en tales dere-
chos […]. Como principio implícito propio del Estado de Derecho, 
el principio de proporcionalidad ha desplegado su potencialidad en 
el control de la licitud de la actividad legislativa. Sus implicaciones 
jurídicas o algunas de estas se cubre en ciertos ordenamientos bajo 
el concepto de razonabilidad.

Son tres las manifestaciones del principio mencionado: la idonei-
dad, la necesidad y la proporcionalidad en sentido estricto de la 
medida restrictiva o limitativa (Casal Hernández, obra citada, págs. 
124-125).

La idoneidad supone que la restricción es apta para alcanzar el fin 
perseguido por la Ley que la contempla; es un criterio fáctico en el 
sentido de que debe existir un cierto grado de probabilidad de que, 
mediante la restricción, se logre el objetivo de la Ley restrictiva (cf. 
Casal Hernández, obra citada, pág. 125).

En la sentencia 87/2016 de 11 de abril de 2016, la Suprema 
Corte de Justicia analizando el derecho de igualdad consagrado 
en la Constitución de la República, afirmó lo siguiente:
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Con respecto al principio de igualdad -en el caso igualdad ante la 
Ley-, la Corte, en reciente pronunciamiento Nº 87/2015, reiteran-
do su jurisprudencia sobre el punto, sostuvo: […] En cuanto al prin-
cipio de igualdad […]. No se aprecia que la norma impugnada trate 
en forma desigual a quienes se encuentran dentro del mismo grupo 
o situación jurídica, por lo que no se identifican las discriminacio-
nes caprichosas e irracionales que se invocan.

Sobre el principio de igualdad, ha dicho esta Corte que: “Al analizar 
la regularidad constitucional de una norma presuntamente violato-
ria del derecho de igualdad, es necesario, en primer lugar, que todos 
los miembros de la clase sean alcanzados igualmente por la Ley que 
para la clase se dicte […]. Pero, además, es necesario que cuando 
la Ley define un grupo de personas para hacerla objeto de una le-
gislación especial, la constitución de ese grupo sea razonable y no 
arbitraria […] Naturalmente, la razonabilidad de la formación de 
los grupos o clases no puede ser juzgada independientemente del 
objeto mismo perseguido por la Ley” (Justino Jiménez de Arécha-
ga, ‘La Constitución Nacional’, Tomo I, Edición de la Cámara de 
Senadores, págs. 367 y 368).

En la sentencia 61/2023 de 15 de febrero de 2023, la Supre-
ma Corte de Justicia reiteró su jurisprudencia en la aplicación 
de los principios de razonabilidad y de proporcionalidad para la 
limitación o restricción de los derechos, afirmando que:

El precepto constitucional de igualdad es violado cuando la ley, sin 
un razonable motivo o sin una justificación constitucionalmente 
relevante, ante situaciones iguales dispone un tratamiento diverso 
y cuando ante situaciones diversas dispone un tratamiento idénti-
co (Cfme. Corte Constitucional italiana, Sentencia Nº 15 de 1960). 
La violación del principio de igualdad subsiste cuando situaciones 
sustancialmente idénticas son disciplinadas en modo injustificada-
mente diverso y no cuando esas diversidades de disciplina corres-
ponden a situaciones no asimilables (Cfme. Corte Constitucional 
italiana Sentencia Nº 155/2014).

Ahora bien, a efectos de determinar si existe una violación del 
precepto objeto de examen cobra vital importancia el principio 
de racionalidad según el cual el criterio del juez debe establecer 
conforme al principio de justicia razonablemente la elección de pa-
rámetros que establezca una regla adecuada, proporcionada y no 
discriminatoria.
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El principio de racionalidad de la ley prescribe que una diversidad 
de tratamiento prevista por el legislador debe ser esencialmente 
racional, justificada y no arbitraria. No se prohibe al legislador pre-
ver reglas diversas para situaciones diversas, lo que se veda es la 
diferenciación legislativa arbitraria (Cfme. Olivetti, Marco: ‘I diritti 
Fondamentali lezioni” Claudio Grenzi Editorie; 2015; pág. 163).

VI. El principio de ponderación de los derechos

Sobre el concepto del principio de ponderación, enseña Guastini 
que: “La ponderación (o balance) consiste en establecer entre 
ambos principios en conflicto una jerarquía que presenta dos ca-
racteres marcados: es una jerarquía (a) axiológica y (b) móvil”. 
Así, por ejemplo, la Corte Constitucional italiana ha considera-
do algunas veces, que el principio de la autonomía regional debe 
prevalecer sobre el principio de igualdad; pero en otras ocasio-
nes por el contrario ha afirmado que el principio de la autonomía 
regional debe ceder ante el principio de igualdad. Esto lleva a 
Guastini a afirmar que “la ponderación de principios no es una 
operación interpretativa en sentido estricto: antes bien, pertene-
ce al domino de la ‘construcción jurídica’”. En definitiva, porque 
“la ponderación no sirve para aplicar uno u otro principio, sino 
para elegir el principio aplicable”.26 Por su parte, en la doctrina 
alemana Robert Alexy afirma en el tema de la ponderación, que 
nos encontramos ante la colisión de dos principios, como es el 
ejemplo de un principio en que algo está prohibido y otro princi-
pio en donde lo mismo está permitido. Ejemplo de ello lo cons-
tituye la libertad de expresión del pensamiento y el derecho al 
honor cuando entran en conflicto. Según Alexy uno de los prin-
cipios debe ceder ante el otro, lo que no significa que se declare 
inválido al principio que se desplaza.27

La Suprema Corte de Justicia en forma reiterada en su juris-
prudencia ha aplicado este principio, aunque sin nombrarlo ex-
presamente. Así, por ejemplo, al analizar una cuestión planteada 
sobre la obligación legal de los legisladores de declarar sus bienes 

26	 Guastini, Riccardo, op. cit., pp. 250-254.
27	 Alexy, Robert, op. cit., pp. 70 y 71.
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propios y de su esposa y la eventual violación del derecho a la 
intimidad, en la sentencia 889/2023 de 15 de setiembre de 2023, 
expresó lo siguiente: 

II.II) Asimismo, como se ha dicho en reiteradas ocasiones, el men-
cionado derecho puede sufrir restricciones dado que la Constitución 
de la República habilita la limitación de goce de la mayoría de los de-
rechos por ella reconocidos -entre los que están los invocados como 
infringidos por el accionante- en la medida en que tal restricción sea 
establecida ‘conforme a las leyes que se establecieren por razones de 
interés general’ (art. 7 de la Constitución de la República).

Explicita la Suprema Corte de Justicia su criterio interpretati-
vo de la Constitución afirmando:

Este criterio, conforme al cual toda restricción de derechos fun-
damentales debe ajustarse a ciertos requisitos formales y materia-
les ha sido adoptado expresamente por los miembros naturales de 
la Suprema Corte en anterior integración, en ocasión de resolver 
múltiples asuntos relativos a la llamada “Ley de Medios” (en el mis-
mo sentido, entre muchas otras, 180/2016, 221/2016, 239/2016). 
Como se señalara, la jerarquía constitucional de estos principios se 
desprende de lo dispuesto en los arts. 7 y 71 de la Constitución de 
la Republica.

En este caso están contrapuestos dos derechos, el derecho 
de la ciudadanía a tener conocimiento sobre el patrimonio y los 
ingresos de sus gobernantes y el derecho a la intimidad o a la pri-
vacidad de quienes ejercen cargos públicos de Gobierno, como 
es el caso de los senadores y de los representantes nacionales.

VII. Conclusiones

 Una vez realizado el análisis del sistema que rige en el Uruguay 
en materia de declaración de inconstitucionalidad de las leyes, 
es decir de los actos legislativos con fuerza de ley, se comprue-
ba que el sistema uruguayo es un sistema mixto adoptado por la 
Constitución de 1934, en la que se tuvo en cuenta los anteceden-
tes del Tribunal de Garantías Constitucionales adoptado por la 
Constitución republicana española de 1931.
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De allí que en Uruguay se adopta, por un lado, el sistema ju-
dicialista, siguiendo el precedente norteamericano y que fue el 
que adoptaron los países de América Latina luego de la indepen-
dencia en el siglo xix. Pero, por otro lado, el sistema uruguayo es 
un sistema concentrado, como es el ejemplo de los Tribunales y 
Cortes Constitucionales europeos, siguiendo el modelo kelsenia-
no de la Constitución de Austria de 1920. La concentración del 
modelo uruguayo se da en la Suprema Corte de Justicia, que es el 
órgano jerarca del poder judicial, que tiene a su cargo la compe-
tencia originaria y exclusiva para declarar la inconstitucionalidad 
de los actos legislativos. Pero con una particularidad, que es que 
los efectos del fallo de la Suprema Corte de Justicia, solo se apli-
can en el caso concreto, con lo que nuevamente se produce un 
movimiento pendular hacia el sistema norteamericano.

En lo que se refiere a los métodos de interpretación de la 
Constitución, se ha visto cómo se planteó este problema en la cá-
tedra de Derecho Constitucional, donde se produjo una división 
entre quienes proponían el método histórico y los que sostuvie-
ron la utilización rigurosa del método jurídico. Finalmente, en la 
década de los cuarenta del siglo xx, con la notable influencia del 
Profesor Emérito Justino Jiménez de Aréchaga, se adoptó tanto 
por la doctrina como por la jurisprudencia de la Suprema Corte 
de Justicia, el método lógico-sistemático-teleológico, en donde se 
toma en cuenta el texto, el contexto y la finalidad.

En virtud de la influencia de las nuevas corrientes doctrina-
les, influidas por el llamado neoconstitucionalismo, así como por 
la jurisprudencia de los Tribunales internacionales de Derechos 
Humanos y de los Tribunales y Cortes Constitucionales, se fue 
abriendo paso una nueva corriente interpretativa de la Consti-
tución. En este sentido, nos encontramos con el llamado “blo-
que de constitucionalidad”, una creación pretoriana del Consejo 
Constitucional de Francia de 1971, que rápidamente se exten-
dió y que fue aceptada por primera vez por la Suprema Corte de 
Justicia uruguaya en la sentencia 365/2009, afirmando que por 
vía del artículo 72 de la Constitución de la República, ingresan a 
nuestro orden jurídico, todos los derechos consagrados por los 
tratados o instrumentos internacionales ratificados expresamen-
te por nuestro país.
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Finalmente, en los últimos quince años, la Suprema Corte de 
Justicia también ha utilizado en su jurisprudencia, los criterios de 
razonabilidad, proporcionalidad y ponderación de los derechos, 
con lo que se produjo un avance importante en los métodos de 
interpretación y aplicación de las normas constitucionales, per-
mitiendo una mayor protección de los derechos, libertades y ga-
rantías consagrados por la Constitución de la República.

Montevideo, 24 de abril de 2024.
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